El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia  – 2ª instancia – 19 de abril de 2018
Proceso:


Tutela  – Pensión de vejez – Improcedente - Confirma
Radicación Nro. :

66001-31-03-003-2018-00010-01
Accionante (s): 

Luis Mario Moreno Becerra
Accionado (s):

la Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones--.
Vinculado (s):

Director de Prestaciones Económicas y la Subdirectora de Determinación VII de esa entidad.
Magistrada Ponente:
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 


SEGURIDAD SOCIAL / MÍNIMO VITAL / IGUALDAD / PENSIÓN DE VEJEZ / IMPROCEDENTE / CONFIRMA -  La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.

No obstante, la misma Corporación ha otorgado el amparo para ordenar el reconocimiento prestaciones en casos en los cuales el mecanismo de defensa ordinario carece de idoneidad, en razón a las especiales condiciones de la persona que lo solicita.

(…)

En el asunto bajo estudio, no se cumplen tales requisitos pues el señor Luis Mario Moreno Becerra en la actualidad cuenta con 70 años  y por ende, no supera el rango mínimo para ser considerado persona de la tercera edad, determinado por la jurisprudencia constitucional, de conformidad con el índice de expectativa de vida fijada por el DANE, en 73 años .

El actor tampoco demostró que se encuentre en situación de debilidad manifiesta, pues aunque alegó que se le ha lesionado su mínimo vital, dejó de acreditar cómo la falta del reconocimiento de la pensión de vejez lo afecta, ya que no probó que se encontrara en una situación económica precaria, ni que con el dinero que eventualmente recibiera por ese concepto, podría superar ese estado de necesidad. 

Por tanto, como no concurre una situación excepcional que le impida al demandante acudir a la jurisdicción ordinaria para solicitar el reconocimiento de la citada prestación, el amparo resulta improcedente.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

        Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

        Pereira, abril diecinueve (19) de dos mil dieciocho (2018)

        Acta No. 116 del 19 de abril de 2018
        Expediente No. 66001-31-03-003-2018-00010-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló el accionante, Luis Mario Moreno Becerra, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 19 de febrero último, en la acción de tutela que instauró contra la Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones-, a la que fueron vinculados el Director de Prestaciones Económicas y la Subdirectora de Determinación VII de esa entidad.
ANTECEDENTES

1. Relató el apoderado del actor los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El 29 de marzo de 2017, solicitó a Colpensiones el reconocimiento y pago de la pensión de vejez del accionante. 
1.2 Mediante Resolución SUB 48795 del 2017, la entidad demandada reconoce que el citado señor es beneficiario del régimen de transición, al contar con más de 40 años para el 1º de abril de 1994, el que se extiende hasta el 31 de diciembre de 2014 por haber acreditado más de 750 semanas al 25 de julio de 2005. Sin embargo, negó la pensión porque no demostró haber cotizado 20 años de servicio, de conformidad con la Ley 71 de 1988.  
1.3 Considera errado este último argumento, pues el actor cuenta con más del citado lapso de cotización, si se tienen en cuenta los aportes que realizó para entidades públicas y al ISS, hoy Colpensiones, que suman un total de 1.138 semanas, lo que representa más de 20 años de servicio.
1.4 Frente a aquella decisión interpuso recurso de apelación, el que se resolvió por medio de acto administrativo DIR 8692 de 2017, en el que se indicó nuevamente que el accionante es beneficiario del régimen de transición y que acredita más de 800 semanas para el 25 de julio de 2005, cuenta con más de 60 años y supera los 20 años de servicios cotizados, pero niega el reconocimiento pensional solicitado. Para resolver de tal forma, se dijo que el afiliado debía demostrar que tenía cotizaciones al ISS con antelación a la fecha de entrada en vigencia del sistema general de seguridad social en pensiones, esto es el 1º de abril de 1994.
1.5 Sin embargo, omitió la entidad accionada tener en cuenta que el afiliado cuenta con cotizaciones realizadas por el municipio de Roldanillo desde el 12 de julio de 1994, tal como aparece en su historia laboral. Además, para los entes municipales, la entrada en vigencia del sistema general en pensiones fue el 30 de junio de 1995 y no el 1º de abril de 1994. Es decir, que sí cuenta con semanas aportadas antes de que ese hecho se produjera.
1.6 Las decisiones adoptadas por Colpensiones le causan al demandante un perjuicio irremediable pues carece de posibilidades “de cumplir las obligaciones económicas adquiridas y que pagaba con el emolumento recibido como salario siendo este constitutivo de su mínimo vital; ahora en ausencia de la prestación económica que producto de sus cotizaciones merece de manera injustificada No (sic) obtiene el reconocimiento de su pensión… sometiéndolo a tramites (sic) adicionales innecesarios o procesos judiciales que no son expeditivos y prolongan la vulneración de los derechos fundamentales”. 
2. Considera lesionados los derechos al mínimo vital, la igualdad y el debido proceso, las garantías adquiridas y el principio de presunción de buena fe. Para su protección, solicita se ordene a Colpensiones realizar un nuevo estudio pensional, de conformidad con el numeral 2 del artículo 151 de la Ley 100 de 1993, relativo a la entrada en vigencia del régimen de seguridad social en pensiones de los servidores públicos y de verificarse el cumplimiento de los requisitos para acceder a la prestación vitalicia, dejar sin efecto la Resolución DIR 8692 de 2017 y en consecuencia expedir una nueva, de conformidad con las normas aplicables al caso, en la que se reconozca la pensión de vejez al accionante.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 5 de febrero último se admitió la acción y se ordenó vincular a la Subdirectora de Determinación VII de Colpensiones. 
2. Se pronunció el Director de Acciones Constitucionales de Colpensiones, para manifestar que la entidad que representa ha suministrado respuesta a todas las reclamaciones elevadas por el actor, con ocasión a las cuales se produjeron las siguientes Resoluciones: a) SUB 48795 de 2017 en la que se consideró que como el accionante carecía de estatus pensional para el 31 de diciembre de 2014, la solicitud pensional debía ser analizada de acuerdo con las reglas de la Ley 100 de 1993, en aplicación de las cuales se concluyó que incumple los requisitos para acceder a la prestación, al acreditar solamente 1.027 semanas. Además, se requirió al interesado para que, en el caso de encontrar inconsistencia en su historial laboral, formulara la respectiva solicitud de corrección y b) DIR 8692 de 2017, en ella se expresó que aunque el actor cuenta con la edad requerida para pensionarse, no alcanzaba los 20 años de aportes para el 31 de diciembre de 2014, fecha hasta la que se extiende el régimen de transición, razón por la cual es improcedente el reconocimiento de conformidad con la Ley 71 de 1988. Tampoco cumple tal requisito bajo las normas de la Ley 100 de 1993 pues solo cuenta con 1.027 semanas de las 1.300 que debe demostrar bajo ese régimen. De todas formas, el asegurado tiene la posibilidad de seguir cotizando o solicitar la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez.  

Respecto a la acción de tutela, indicó que esta resulta improcedente, para resolver controversias relativas al sistema de seguridad social, ya que para ese efecto existe la justicia laboral ordinaria. 
3. Mediante sentencia del pasado 19 de febrero la señora Juez Tercera Civil del Circuito de Pereira negó el amparo solicitado.

Para decidir así, dijo que el debate se planteó sobre la interpretación de las normas aplicables al caso, en especial aquellas que tratan sobre el régimen de transición de la Ley 100 de 1993 y las de la Ley 797 de 1993 (sic), “cuyos derechos no adquiere el carácter de constitucionales fundamentales… Teniendo en cuenta lo anterior y considerando que la parte actora no se le esta (sic) vulnerando derechos fundamentales… no podrá este despacho acceder a las pretensiones”. Tampoco existe lesión al derecho al debido proceso, pues en este asunto no se evidencia desconocimiento del ordenamiento legal ya que “nos encontramos ante un trámite administrativo del cual no ha conocido la jurisdicción ordinaria, como para predicar vulneración”.
4. Inconforme con el fallo, el apoderado del actor lo impugnó. Alega que si bien la acción de tutela es improcedente de manera general para resolver controversias sobre la aplicación e interpretación de las normas laborales, es viable, de manera excepcional, en aquellos casos en los cuales los derechos fundamentales de las personas se encuentran lesionados y los medios judiciales ordinarios no son eficaces para su defensa, tal como ocurre en el presente en el que se trata de un sujeto de la tercera edad, quien actualmente está próximo a cumplir 71 años, y si bien se dejó de acreditar la afectación de los derechos invocados, en especial el del mínimo vital, en la demanda “se explicó ampliamente la dilación del reconocimiento realizado por la administradora de pensiones”, además el actor se encuentra en estado de debilidad manifiesta, pues a pesar de su avanzada edad no le ha sido reconocido su derecho a la pensión de vejez, con lo cual garantizaría su calidad de vida, ya que carece de capacidad para continuar trabajando y proveerse su propio sustento. 
También considera injusto que deba ser sometido a un proceso ordinario laboral pese a que se encuentra probado que reúne los requisitos para disfrutar de la citada prestación, lo que configura una lesión al debido proceso. Además, la pretensión principal de la tutela es que se ordene a Colpensiones realizar un nuevo estudio de la reclamación pensional, esta vez con sustento en las normas que en realidad sean aplicables al caso, con el único fin de impedir la dilación del reconocimiento requerido.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a la Sala decidir si procede la tutela para ordenar a Colpensiones realizar un nuevo estudio sobre la reclamación pensional del actor y en el evento que se verifique que cumple los requisitos para acceder a la prestación de vejez, se le reconozca.
3. La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.

No obstante, la misma Corporación ha otorgado el amparo para ordenar el reconocimiento prestaciones en casos en los cuales el mecanismo de defensa ordinario carece de idoneidad, en razón a las especiales condiciones de la persona que lo solicita. Así por ejemplo, ha dicho: 

“25. Estas prestaciones, de orden legal, buscan que la persona devengue un ingreso periódico -en el caso de la pensión de vejez- o, en su defecto, un único monto de dinero -en los supuestos de indemnización sustitutiva o de devolución de saldos. La consolidación de estos derechos en cabeza de una persona permite que los sujetos solventen sus necesidades básicas, por haber alcanzado una determinada edad que les dificulta seguir trabajando por razones fisiológicas y generacionales, las cuales terminan por afectar los ingresos que en la juventud podían ser percibidos de forma habitual.
 

A partir de lo anterior, es posible advertir que este tipo de prestaciones suelen ser trascendentales en la vida de las personas que con el paso del tiempo ven disminuidas sus opciones laborales y los ingresos familiares, mientras que las funciones vitales, paulatinamente, se van deteriorando. Sin embargo, ello no implica que sea la jurisdicción de tutela la encargada de resolver por regla general este tipo de controversias frente a las cuales se puede acudir a la jurisdicción ordinaria laboral o la jurisdicción de lo contencioso administrativo, según sea el caso. El carácter residual de la acción de tutela les impide a los jueces pronunciarse sobre estos asuntos cuando, apreciando las circunstancias concretas del accionante, existan recursos judiciales efectivos e idóneos, de conformidad con el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991.

26. Para resolver si una acción de tutela es procedente frente al reconocimiento de estas prestaciones, la Corte Constitucional ha reiterado que, además de la edad del peticionario, se deben valorar otras circunstancias que justifiquen o no la intervención del juez de tutela…  

…

En la sentencia T-391 de 2013
 esta Corporación declaró procedente una acción de tutela que cuestionaba la negativa del Instituto de Seguros Sociales en reconocer la pensión de vejez en favor de un sujeto de 73 años, quien había sido diligente en interponer las acciones procedentes para el reconocimiento de su prestación. En consecuencia, se indicó que se deben estudiar de fondo las acciones de tutela en los casos en los cuales el titular del derecho sea una persona de la tercera edad o que por su condición económica, física o mental se encuentre en una situación de debilidad manifiesta que permita un tratamiento especial y preferente. Esto, por cuanto los rigores de un proceso judicial podrían resultar disonantes y lesivos a sus garantías fundamentales. Además, se precisó que se debe valorar la actividad administrativa y judicial desplegada por parte del interesado para obtener la prestación solicitada.

 

No obstante, en relación con el tema de la tercera edad se consideró que:

 

 “(…) la condición de sujeto de la tercera edad no constituye per se razón suficiente para admitir la procedencia de la acción de tutela. En efecto, reiterando lo expuesto por la Corte en distintos pronunciamientos sobre la materia, para que el mecanismo de amparo constitucional pueda desplazar la labor del juez ordinario o contencioso, según se trate, es también necesario acreditar, por una parte, la ocurrencia de un perjuicio irremediable derivado de la amenaza, vulneración o afectación de derechos fundamentales como la vida digna, el mínimo vital y la salud; y, por otra, que someterla a la rigurosidad de un proceso judicial común puede resultar aún más gravoso o lesivo de sus derechos fundamentales”.

…
Como criterios relevantes que deben guiar al juez para determinar la procedencia de la acción de tutela en este tipo de controversias, en cada caso se encuentran (i) la edad del accionante y si en razón de ella es posible presumir circunstancias adicionales de vulnerabilidad o se debe flexibilizar el estudio de procedencia, (ii) la existencia de una afectación al mínimo vital y a la vida digna del peticionario o de su núcleo familia, (iii) la actividad administrativa que ha adelantado el accionante para obtener la prestación pensional siempre que ello se encuentre a su alcance, (iv) la calidad de sujeto de especial protección constitucional del eventual beneficiario de la prestación pensional, (v) la negativa caprichosa y arbitraria en reconocer la existencia de un derecho pensional y (vi) las condiciones de salud de los solicitantes
.
 

4. En el asunto bajo estudio, no se cumplen tales requisitos pues el señor Luis Mario Moreno Becerra en la actualidad cuenta con 70 años
 y por ende, no supera el rango mínimo para ser considerado persona de la tercera edad, determinado por la jurisprudencia constitucional, de conformidad con el índice de expectativa de vida fijada por el DANE, en 73 años
.
5. El actor tampoco demostró que se encuentre en situación de debilidad manifiesta, pues aunque alegó que se le ha lesionado su mínimo vital, dejó de acreditar cómo la falta del reconocimiento de la pensión de vejez lo afecta, ya que no probó que se encontrara en una situación económica precaria, ni que con el dinero que eventualmente recibiera por ese concepto, podría superar ese estado de necesidad. 

6. Por tanto, como no concurre una situación excepcional que le impida al demandante acudir a la jurisdicción ordinaria para solicitar el reconocimiento de la citada prestación, el amparo resulta improcedente. 
En consecuencia, se modificará en ese sentido el fallo apelado, que decidió negar el amparo, sin analizar, previamente aquella situación.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 19 de febrero de este año, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Luis Mario Moreno Becerra contra la Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones-, que SE MODIFICA para declarar improcedente el amparo reclamado.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.


� Sentencia T-169 de 2017, M.P. Alejandro Linares Cantillo


� Según copia de su cédula de ciudadanía, que obra a folio 2 del cuaderno No. 1, nació el 13 de mayo de 1947


� “… lo cierto es que en la jurisprudencia de esta Corporación ya se ha definido que son personas de la tercera edad aquellas que superan la expectativa de vida de los colombianos de acuerdo a la estadística fijada por el DANE, la cual corresponde actualmente a los 73.95 años de edad. En ese orden de ideas, solamente cuando se supera esa edad, la acción de tutela puede llegar a ser el mecanismo principal, y no subsidiario pues, en tal caso, la jurisdicción ordinaria efectivamente no resulta ser el medio más eficaz y expedito para la garantía de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados.” Sentencia T-204 de 2017, M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez
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